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(Sin corregir) 


Señores Representantes Eduardo Brenta e Iván Posada, Vicepresidente. 


Señores Representantes José Amorín, Alfredo Asti, Roberto Conde, Jorge Gandini, 
Carlos González Alvarez, Gonzalo Mujica, Lourdes Ontaneda y Héctor Tajam. 


Señores Representantes Miguel Asqueta Sóñora, Luis José Gallo Imperiale, José 
Quintín Olano Llano y Alvaro Vega Llanes. 


Señora Representante Alba M. Cocco Soto. 
Señores Representantes Daniel Bianchi y Carlos Maseda. 


Por el Ministerio de Salud Pública, señora Ministra, doctora María Julia Muñoz; doctor 
Miguel Fernández Galeano, Subsecretario; doctor Tabaré González, Director; 
economista Daniel Olesker, Director General de Secretaría y doctor Natalio 
Blankleider, Director. 


SEÑOR PRESIDENTE (Brenta).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Damos la bienvenida a la señora Ministra de Salud Pública y demás miembros de la delegación. Es un gusto 
recibirlos a los efectos de evacuar algunas consultas respecto al proyecto de ley de creación del Fondo 


Nacional de Salud. 


SEÑOR POSADA.- Las consultas que queremos realizar se orientan en dos sentidos. 


En general, las valoraciones que se han obtenido de las distintas delegaciones que ha recibido la Comisión 
son favorables al proyecto y en cuanto a que se establezca un sistema de cápitas a efectos de modificar el 
sistema mal llamado de DISSE. Sin embargo, subsisten algunas dudas básicamente derivadas del hecho de 


que la aplicación del sistema en forma parcial puede originar un acentuamiento del déficit de algunas 
mutualistas; eso es lo que han manifestado delegaciones de las IAMC y de FEMI. Tengo perfectamente claro 
lo que nos había dicho en su momento el Subsecretario Fernández Galeano y el Director General Olesker 
respecto a estos temas. 


A partir de esta diferencia que se origina en la coyuntura, es decir, en la aplicación parcial del sistema, 
queremos saber si no podría pensarse que con una parte del excedente de los aportes que hoy van a DISSE 
pudiera constituirse un fondo que atienda esta situación. Es posible que de la aplicación de esta ley se 
verifique "in totum" lo que habían manifestado el Subsecretario y el Director General: que no haya un 
impacto negativo desde el punto de vista financiero en las mutualistas. Hemos adelantado que tenemos una 
visión favorable de este proyecto pero, desde nuestro punto de vista, creemos que esta puede ser una forma 
de zanjar un problema que puede darse en la coyuntura durante el período en que no rija en forma total la 
reforma del sistema de salud. 


El otro aspecto que ha estado en cuestión es el hecho de excluir del beneficio a los becarios y pasantes. Se 
nos ocurría que podría otorgarse alguna facultad al Poder Ejecutivo para que, por la vía del decreto, en el 
momento que se entienda conveniente, incorpore directamente el caso de los becarios y pasantes. De lo 
contrario, habría una notoria injusticia, si los comparamos con el resto de los funcionarios públicos. Se dirá 
que no son de hecho funcionarios públicos, pero sería una situación de injusticia si los comparáramos con 
ellos. 


Básicamente, estas eran las consultas que queríamos realizar, que están orientadas a contemplar las 
objeciones que se formularon, que no fueron de fondo sino que corresponden al período en que estas 
modificaciones van a estar vigentes parcialmente. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Nuevamente agradezco la presencia de las autoridades del 
Ministerio; es la primera vez que recibimos a la señora Ministra. 


Ya que estamos haciendo algo para mejorar, quisiéramos saber si el Ministerio estaría de acuerdo en mejorar 
del todo. En el artículo 2” se establece quiénes van a estar incluidos en el régimen que establece la presente 
ley. Nosotros creemos que se comete una injusticia al no modificar el artículo 186 de la Ley N* 16.713 ya que 
se deja afuera a aquellos jubilados que han sido patronos. De acuerdo con ese artículo, en la actualidad tienen 
derecho a la cuota mutual aquellos jubilados que han sido dependientes; los independientes no pueden 
ampararse en el mismo a pesar de percibir jubilaciones de entre $ 1.500 y $ 2.000. Nuestra intención es 
incluirlos y por eso queremos saber si el Ministerio comparte o no la modificación de este artículo para que 
tengan derecho a la cuota mutual los jubilados que fueron patrones y que perciban ingresos bajos, es decir, 
menores a cuatro mil y pico de pesos, que es lo que hoy se establece para tener derecho a la cuota mutual 
como jubilado. 


La segunda pregunta que quisiera formular es: ¿por qué no incluir a los becarios y pasantes? Acá los dejamos 
excluidos expresamente y creemos que deberían tener derecho a este servicio mientras son pasantes y 
becarios. Quisiéramos saber si el Ministerio compartiría eliminar la frase que dice; "(...) no será aplicable 
(...)" y en su lugar poner que sea aplicable a los pasantes y a los becarios. 


Asimismo, el artículo 2” dice que se exceptúan de este régimen a los funcionarios de los Incisos 03, 04 y 12. 
Nuestra pregunta es si no podríamos dar libertad al funcionario para que pudiera optar por seguir con la 
asistencia que brinda ese Inciso -que tiene un sistema propio- o integrarse a los demás funcionarios públicos 
y elegir la mutualista. Reitero que quisiera saber si el Ministerio compartiría dar libertad a esos funcionarios 
para que elijan si cambian o se quedan con la cobertura que tienen hoy. 


En cuanto al artículo 7*, creemos que el "podrá" nunca es conveniente votarlo. Nos gustaría que ya se dijera 
que estará asociada y no que podrá estarlo. La letra dice: "(...) Dicha cuota podrá estar asociada a la edad y 
sexo (...)", y hemos escuchado a los asesores del Ministerio decir que esto va a ser así. Entonces, en lugar de 
poner "podrá", sería conveniente ya establecer el "deberá". Nos sacaríamos un problema de encima, que es el 
"Facúltase" que al Parlamento nunca le ha gustado votar. 


El mismo "podrá" se establece para incluir pagos por el cumplimiento de metas asistenciales. Nuestra 
pregunta es: ¿por qué no establecer en la ley cuáles son esas metas? De lo contrario, lo dejaríamos librado 


totalmente a una opinión administrativa que un día puede estar para arriba y otro día para abajo, dependiendo 
del jerarca del momento. Reitero que creemos que las metas asistenciales deberían estar incluidas en el 
proyecto y, en virtud de ello, van a dar la diferencia -100, 200 o 500- que se le quiera dar a alguna mutualista; 
no vemos conveniente dejarlo librado así. 


El artículo 9* dice: "Facúltase al Poder Ejecutivo a incluir a los funcionarios de la Administración Nacional 
de Educación Pública (ANEP), así como al Poder Judicial (...)", y después: "Facúltase al Poder Ejecutivo, a 
extender el régimen creado en la presente ley, a funcionarios de otros organismos públicos nacionales". 
Nuestra intención sería establecer una fecha, es decir que antes de tal fecha serán incluidos o se podrán 
incluir y no dejarlo expresado en forma tan ilimitada que pueda hacerse dentro de diez o veinte años. 
Entonces, cuando alguien pregunte por qué funcionarios de otros organismos -Entes Autónomos, ANEP, 
Poder Judicial y demás- no están, se va a decir: "Sí, van a estar". Creo que esa fue la respuesta que en su 
momento nos dio el economista Olesker: "Algún día van a estar"; es por ello que nos gustaría establecer una 
fecha aproximada. Hay otros temas en los que hemos legislado estableciendo fechas aproximadas sobre 
cuándo podrán incluirse. 


Estas son las principales preguntas que deseaba formular. 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- En realidad, encontramos que son muy interesantes las 
interrogantes que se han planteado, y vamos a tratar de dar respuesta a todas ellas. 


En primer lugar, responderé con carácter general, porque hay un concepto que cubre la totalidad de las 
interrogantes aquí planteadas. El Sistema Nacional Integrado de Salud, como lo indica su nombre, integra los 
servicios del sector público y del sector privado para dar cobertura en atención a la salud a todos los 
habitantes del país. Quiere decir que eso va de la mano con una sustantiva mejora en la calidad de los 
servicios de ambos subsistemas, del público y del privado. Como es por todos conocido -lo señalábamos en 
la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social de la Cámara de Representantes, de la que venimos-, el 
subsector público tiene un retraso importante en infraestructura, que el país debe comprometerse a mejorar; 
lo ha hecho, destinando recursos presupuestales, y este Fondo que el proyecto de ley va a crear también 
destinará fondos para mejorar la capacidad instalada del subsector público. 


Por lo tanto, nosotros creemos que es verdaderamente importante que en este proyecto de ley, cuyo objetivo 
principal es aumentar la cobertura formal de todos los trabajadores -priorizando en este caso a los 
trabajadores del Estado, que no estaban teniendo cobertura formal- dentro del Sistema Nacional Integrado de 
Salud, o sea, que se tenga un prestador a quien el trabajador haya elegido y se refiera a ese prestador, además, 
se crea un Fondo que va a estar en el Banco de Previsión Social. Creo que este elemento, que ha sido 
sustantivamente discutido y conversado con las Instituciones de Asistencia Médica Colectiva, da a todas ellas 
un carácter de seriedad y de buen manejo de los fondos, porque las instituciones han permanecido en épocas 
de crisis severa para el país con los pagos que hacía el Banco de Previsión Social, como señalaba el señor 
Diputado Posada, con el mal llamado "Fondo de DISSE". Por lo tanto, ese es un elemento de seriedad para 
las instituciones y de seguridad de que sus aportes van a ser dados en tiempo y forma, a fin de que puedan 
planificar sus egresos de una manera mucho más correcta. 


En cuanto a las preguntas que señalaba el señor Diputado Posada, nos parece realmente interesante la opinión 
favorable a las cápitas, porque es lo que se ha recogido no solo a través de la literatura mundial, sino también 
a través de la experiencia que existe en el mundo actualmente, que muestra que los gastos que originamos las 
personas a los sistemas de salud varían sustantivamente con la edad y con el sexo. En realidad, eso es así 
ahora, porque si bien todos los sistemas sociales están sujetos a las condicionantes históricas del tiempo, no 
cabe duda de que los sistemas de salud y los servicios de salud tienen una impronta muy grande, muy pesada, 
de todo lo que son avances científico tecnológicos y cambios, que van desde las consideraciones y las 
inventivas o descubrimientos que se aplican con relación a la genética humana hasta el siglo XXI que nos 
sorprende todos los días con la medicación vinculada con innovaciones, hablándose ya de la medicina o de la 
terapéutica molecular. 


Por lo tanto, en realidad nos estamos refiriendo a las condicionantes históricas de nuestra época, en la que 
hablamos de las diferencias existentes entre edad y sexo de las personas para la devolución a las instituciones 
de los gastos en los que incurren por la prestación de salud de sus afiliados. Creemos que hay una aplicación 
diferente en el tiempo entre esta norma y la del Sistema Nacional Integrado de Salud, y realmente no 


entendemos pertinente acortar distancias porque esta norma abarca una población más acotada; y en su 
elaboración también hemos discutido y hemos tenido en cuenta las opiniones de las instituciones de 
asistencia médica colectiva. 


En esta norma se incorpora a los trabajadores del sector público y, a su vez, se abren para ellos las opciones 
del sector público y privado. Esta apertura de opciones fue debatida con todas las instituciones, 
especialmente con la Federación Médica del Interior, y llegamos al acuerdo de que la apertura para la 
elección institucional iba a ser gradual y de que dentro de esa graduación los primeros que se incorporen al 
Fondo podrán elegir entre el sector público y el privado. Esa elección es la que también hace que esta 
población sea la que, de alguna manera, conduzca al Fondo Nacional de Salud a incorporar el pago por las 
cápitas y que las cápitas estén referidas a la edad y sexo de las personas que reciben los servicios de salud. 
Esa será una aplicación parcial cuyo tiempo dependerá de la voluntad del Parlamento, porque en realidad, 
como decíamos, la reforma del Sistema de Salud es un proceso y las instituciones, los sistemas de devolución 
de los pagos y las personas van a entrar en forma gradual. Esta norma nos da la posibilidad de hacer una 
aplicación parcial y entendemos que no acentúa más el déficit, sino que permite mejorar la performance de 
muchas instituciones que, de lo contrario, hoy estarían comprometidas. En cuanto a aquellas pocas que, de 
acuerdo a como se plantea que será la cápita por edad y sexo, hoy puedan sentirse perjudicadas por verse 
reflejadas en esa situación, se ha establecido un contacto y un estudio personalizado por parte de la División 
Economía de la Salud, tratando de evaluar con las instituciones cuáles son las performances y las 
herramientas de mejor administración que den lugar a que no sufran un impacto importante en sus 
economías. 


Creemos que el excedente del Fondo Nacional de Salud sin lugar a dudas debe fortalecer el sector público, 
porque el sector privado -también lo decíamos hoy en la Comisión de Salud- se autoadministra y 
autogestiona, logrando sus buenas administraciones o sus problemas. En realidad, podemos ayudar con 
sugerencias, con ideas, pero no podemos sustituir la administración del sector privado, y con un fondo 
público no podemos -creemos que tampoco debemos- hacer un subsidio encubierto a instituciones de la 
órbita privada que han administrado, con la libertad de empresas que hay en el país, sus fondos y sus 
finanzas. Podemos ayudarlos, pero no podemos ni queremos sustituirlos. Ese también es un reclamo de las 
instituciones, porque cuando hablamos de la administración institucional todos reclaman su autonomía; en 
ese tema todos estamos contestes, y queremos acentuarlo, solo dándoles herramientas que puedan ser 
utilizadas o no para la mejor administración. 


Por lo tanto, entendemos que el excedente de este Fondo -si lo hubiera en su oportunidad- debe ser utilizado 
para fortalecer la infraestructura del sector público, que es uno de los mayores déficit que tiene el país, a 
efectos de poder decir que hablamos de equidad e igualdad de oportunidades para la atención en salud de las 
personas. 


Las cápitas también tienen como elemento favorable que los mayores de sesenta y cinco años no sean 
discriminados por las instituciones, porque hay muchas instituciones en el país, y algunas en que se visualiza 
como problemático el pago de las cápitas, que se habían dedicado a la captación de adultos jóvenes para que 
el gasto en el servicio de salud fuera mínimo. Entendemos que, de alguna manera, dar una cápita justa por las 
personas mayores de sesenta y cinco años hace que no sean segregadas de las instituciones, dando a todos los 
uruguayos y uruguayas la oportunidad de una buena calidad de atención, con la libertad de opción que los 
usuarios reclaman; se ha hecho hincapié en todos los ámbitos en el sentido de garantizar la libertad de opción 
de las personas. Y una de las maneras de garantizar la libertad de opción es dando herramientas a las 
instituciones para que no expulsen entre sus probables afiliados a los niños pequeños o a los adultos mayores, 
entendiendo que por ellos van a tener mayores gastos en el futuro. 


En relación con la exclusión de becarios y pasantes, realmente el proceso de construcción del Sistema 
Nacional Integrado de Salud, y esta primera iniciativa de incorporación de los trabajadores públicos, es un 
proyecto de ley gradual que se ha centrado en incorporar a todos los trabajadores activos, en beneficiar a las 
instituciones para que puedan atender, con los servicios que necesitan, a los adultos mayores y a los niños. 
Posteriormente a la incorporación de los trabajadores activos, el planteo del Gobierno es la inclusión de los 
niños, niñas y adolescentes menores de dieciocho años; esto está plasmado en el otro proyecto de ley del 
Sistema Nacional Integrado de Salud. De manera que hay una gradualidad en la incorporación de todas las 
personas al sistema, que terminará cubriendo la totalidad de los habitantes del país. Por lo tanto, la cobertura 
de becarios y pasantes existirá a medida que se vaya avanzando en el proyecto de ley que -repito- tiene una 


eradualidad definida, estudiada, también con números, para analizar la viabilidad de esos costos. Entonces, 
no es un tema conceptual sino de posibilidades económicas, no solo para el país sino también para las 
instituciones en general. 


En cuanto a las sugerencias planteadas por el señor Diputado González Álvarez, entendemos que todos los 
proyectos de ley son mejorables. Muchas de las mejoras a este proyecto son recogidas en la otra iniciativa del 
Sistema Nacional Integrado de Salud. Tal es el caso de la mejora que tiene que ver con el artículo 12, relativo 
a la incorporación de los jubilados. El proyecto del Sistema Nacional Integrado de Salud incorpora, como 
decíamos, niños, niñas y adolescentes menores de dieciocho años y fija un plazo de ciento ochenta días para 
presentar cómo se incorpora a los jubilados. Entendemos que los jubilados patronos de bajos ingresos deben 
tener una consideración general; esto es parte del proyecto que será presentado posteriormente a la 
aprobación del proyecto de Sistema Nacional Integrado de Salud. No todas las mejoras sustantivas son 
posibles en un primer proyecto de ley que tiene un marco bastante acotado de trabajo y también bastante 
acotado en cuanto al universo a cubrir, ya que estamos hablando de una cobertura de aproximadamente 
28.000 personas. 


En cuanto a la libertad de opción, está consagrada y, repito, la gradualidad está dada por los acuerdos a los 
que se ha llegado con las instituciones del sector privado para que fundamentalmente se dé libertad de opción 
a quienes van integrándose al Sistema Nacional Integrado de Salud, no a todas las personas que ya están 
beneficiadas. Es una percepción institucional muy fuerte la de que la libertad de opción para todos puede 
hacer perder socios en el momento actual. No es esa una opinión que compartamos, pero la respetamos, en el 
sentido de que da seguridad a las instituciones a fin de que puedan pararse de la mejor manera para trabajar 
en el Sistema Nacional Integrado de Salud. 


En cuanto a la inclusión de los pagos para las metas asistenciales -el señor Diputado González Álvarez 
señalaba que pusiéramos las metas asistenciales-, nosotros no las definimos como una opinión administrativa, 
sino que las definimos discutiéndolas en el Consejo Consultivo de Salud, en el que están presentes las 
gremiales profesionales, de trabajadores, públicos y privados, la Universidad de la República, así como 
también las gremiales de odontólogos y psicólogos del país, por el énfasis que queremos dar a la salud mental 
y bucal, en fin, un grupo importante de la sociedad civil organizada. Allí se presentan las metas asistenciales 
y discutimos, fundamentalmente con las instituciones, pero también con el país todo, con los usuarios, la 
viabilidad de su cumplimiento, damos a conocer los indicadores de salud que tiene el Uruguay, y cuáles son 
las metas asistenciales con objetivos sanitarios más necesarias para nuestro país. 


En ese ámbito es que en primera instancia hemos definido -no para hablar de cientos de pesos sino de $ 45 
per cápita para la meta asistencial- poner como meta asistencial la salud maternoinfantil. ¿Por qué? Porque el 
Uruguay ha hecho una gran apuesta a sus niños y niñas, logrando en estos dos años -no por mérito del 
Ministerio de Salud Pública, sino del Plan Nacional de Emergencia Social- bajar de 12,7 a 10,5 la mortalidad 
infantil, la cifra más baja en la historia de nuestro país. Queremos que esa mortalidad infantil sea de un dígito 
y para ello es imperioso trabajar estrictamente en el control de los niños en las primeras etapas de su vida. En 
un país que en los últimos dos años nacieron 47.000 o 48.000 niños por año, en la vida y en la salud física, 
psíquica, en el crecimiento y en el desarrollo de cada niña y de cada niño uruguayo, nos va también el destino 
y la viabilidad del país como nación. Creemos que no hay otro objetivo mejor desde el punto de vista 
sanitario que el país invierta en sus niñas y niños, y también en el cuidado de las mamás embarazadas, que de 
alguna manera son el eslabón más importante para brindar al Uruguay niños sanos. Es por eso que las metas 
prestacionales en los cuidados de la infancia y de la mujer embarazada han sido tratados con la Sociedad de 
Pediatría, la Facultad de Medicina, la Universidad de la República -en su colectivo, porque no solo se trata de 
la Facultad de Medicina sino también de las Facultades de Enfermería, de Psicología y de Odontología, es 
decir, todo lo que tiene que ver con las disciplinas que atienden directamente la salud de las personas- y se ha 
acordado que en primera instancia trabajemos sobre estas metas prestacionales durante un período de seis 
meses. Seguramente tendremos que seguir con las mismas metas prestacionales. ¿Por qué? Porque de alguna 
manera va a significar para Uruguay establecer claramente cuáles son sus indicadores sanitarios, y a las 
instituciones y a todos los que participan del Consejo Consultivo de Salud, darse cuenta de que una reforma 
de salud en el país no está solo motivada porque hubiera Instituciones de Asistencia Médica Colectiva que no 
fueran viables, que cerraran, y un Estado que de repente no tuviera muchos recursos para su salud pública, 
sino que fundamentalmente es necesaria porque en un país con pocos habitantes hay indicadores sanitarios 
que podemos y debemos cambiar. En el Uruguay vimos que podíamos y debíamos cambiar la mortalidad 
infantil; también tenemos que ser capaces de eliminar del país algunas enfermedades cuyo número de casos 


es pequeño. Es una vergilenza que en Uruguay exista sífilis connatal, es decir, niños que nazcan con sífilis, 
aunque sean solo poco más de cincuenta casos. Ello habla de que el embarazo no estuvo controlado, porque 
si se lo controla siempre se realiza un VDRL, examen por el cual se diagnostica la sífilis; con una penicilina 
esa mamá y ese feto se curan, y el niño nace normal. Esas vergijenzas nacionales que arrastramos se 
producen no porque no tengamos medios sino porque nuestras madres, nuestras mujeres, no se controlan. Es 
fundamental que una institución pública o privada tenga un estímulo económico para hacer que su población 
se controle, no solo por el beneficio económico que recibe sino porque además ese beneficio económico la 
coloca, dentro del escenario sanitario, en competencia con otras instituciones, y en la sana competencia de 
poder decir "mis números son los mejores" o "mis números son los que alcanzan los objetivos sanitarios más 
importantes que nos propusimos". Esos números que alcanzan buenos objetivos sanitarios han sido 
reflexionados y discutidos por la Academia, por las instituciones de enseñanza y por las instituciones que 
brindan los servicios de salud. Por lo tanto, entendemos que esos objetivos sanitarios, esas metas 
prestacionales van a cambiar indicadores del Uruguay y también van a acostumbrar a que el Ministerio, las 
instituciones, la Academia y los formadores de recursos humanos se den cada vez más la mano, logrando 
poner por delante que su misión es mejorar la calidad de vida de las uruguayas y de los uruguayos, del país 
en su conjunto. Es decir que esos $ 45, que no salvan a una institución y que implican más mérito que dinero, 
son realmente importantes para conceptualizar los objetivos sanitarios que una reforma de salud debe tener 
siempre presente y trabajar intensamente para lograrlos. 


¿Pueden esos objetivos sanitarios, esas metas prestacionales, establecerse en una ley? Entendemos que no, 
porque la dinámica del país cambia y porque sobre la salud de las personas influye no solo el Ministerio de 
Salud Pública sino también la política económica, las políticas de empleo y una cantidad de condicionantes 
ambientales que no pueden siempre determinarse con seguridad en todos los campos. Como decíamos hoy, 
hay avances fuera del país en la ciencia y en la tecnología que cambian esos objetivos sanitarios. Por eso 
entendemos que debe ser un mecanismo colectivo de múltiples saberes y visiones el que dicte las metas 
prestacionales y opine sobre su necesidad. Hay que analizar la capacidad-país para llevarlas adelante, pero no 
pueden estar establecidas en una ley porque no podemos decir si luego de las metas prestacionales 
relacionadas con el cuidado de la salud materno-infantil vienen las relacionadas con los mayores de 65 años o 
con las enfermedades crónicas. Dentro de las enfermedades crónicas colocamos a los diabéticos, para poner 
el ejemplo de una población sobre la que queremos actuar para mejorar su tratamiento, porque mientras 
estamos en estas disquisiciones el mundo avanza y pueden aparecer adelantos que nos hagan cambiar de 
rumbo. Por lo tanto, creemos que las metas prestacionales y los objetivos sanitarios no son materia de 
legislación más que en el concepto general de que los objetivos sanitarios son el fundamento de una reforma 
de salud. Entendemos que el pago por cumplimiento de metas prestacionales es una política acertada, no 
inventada por nosotros para el Uruguay sino que existe en otras partes del mundo, y que su aplicación en el 
país depende de una mirada de múltiples actores e instituciones. 


Estos son los conceptos que quería devolver a las inquietudes de los señores Diputados y, si el señor 
Presidente está de acuerdo, cedo la palabra al economista Daniel Olesker para que realice algunas precisiones 
en cuanto a la situación de los grupos poblacionales que van a ser incorporados al sistema. 


SEÑOR OLESKER.- Quiero hacer algunas reflexiones para fortalecer las ideas que se estaban 
manejando. El señor Diputado Posada preguntaba sobre algunas cuestiones que creo que ya habíamos 
respondido en una oportunidad anterior. 


Es evidente que una vez que se apruebe esta ley que está en discusión y se modifique el sistema de pago al 
Banco de Previsión Social -no voy a extenderme aquí en la equidad que significa eso; solamente voy a poner 
un ejemplo sobre la relación activo-pasivo que ayuda a entender la inequidad de la que venimos, pero lo dejo 
para después- se van a generar una serie de hechos que van a influir sobre el desenvolvimiento institucional. 
Las instituciones han hecho un casi exclusivo hincapié en el cambio del sistema de pago mirado 
estáticamente, es decir, hoy tengo tantos afiliados con una cuota única y esos afiliados con cuota ajustada por 
edad y sexo da tal resultado. Sin embargo, hay que considerar otros elementos que influirán en la cuestión. 
Mencionaré solamente cuatro. 


En primer lugar, esta ley habilita el ingreso de 26.000 funcionarios públicos; algunos de ellos ya tienen cuota 
mutual, pero más de la mitad no la tienen. Basta que una institución capte 500 de esos nuevos afiliados para 
que, prácticamente, la mayoría de las que tienen reducciones de ingresos resuelva ese problema. En la 
mayoría de los departamentos del interior hay una única institución mutual, o sea que esas personas deben 


elegir entre ASSE y la mutual; y si un porcentaje de ellas elige la mutual esto va a compensar en buena parte 
estos cambios en los ingresos. Por lo tanto, hasta el día en que la ley se apruebe y el derecho a la cuota de 
salud de esos 26.000 trabajadores públicos se haga realidad y estos elijan -eso demorará aproximadamente un 
mes-, no vamos a tener cifras exactas. 


El segundo elemento se relaciona con algo que mencionó la señora Ministra y que quiero realzar en esto de la 
equidad. Me refiero a que, pese a que, como dice el señor Diputado González Álvarez, los jubilados patrones 
no tienen el derecho por la Ley N* 16.730, los jubilados dependientes sí lo tienen en un número de 130.000, y 
solo 50.000 han hecho uso de esta opción. Modificar la forma de pago para estos 80.000 adicionales va a 
significar un mayor equilibrio entre los costos asociados a esta población y sus ingresos. Por lo tanto, pasarán 
a ser una población en competencia. Y seguramente, esa competencia va a llevar a una rebaja de copagos 
para esa población, que hoy es la principal causa -no lo decimos nosotros sino ellos- por la cual estos 80.000 
no eligen la cobertura a la que tienen derecho. Estos dos elementos determinan que haya una población 
adicional a ingresar en el transcurso de los meses inmediatos a la aprobación de la ley, que compensa. 


El tercer elemento también fue mencionado por la señora Ministra: refiere al pago por metas prestacionales y 
también al pago con mayor ajuste a los costos. Quiero decirlo porque las cápitas no nacieron de una fórmula 
mágica sino de recoger de las propias instituciones los costos que ellas nos transfirieron al Ministerio, según 
la edad y el sexo de sus afiliados y según las variables que incluimos como centrales en la determinación de 
estas cápitas, que son los días-cama y las consultas por persona. Las cápitas resultaron de armar esa 
información y, por lo tanto, es de esperar que tengan un alineamiento relativamente importante con los costos 
promediales de las instituciones. Obviamente, todos los promedios esconden eficiencias e ineficiencias, y 
aspiramos a que este pago asociado a un equilibrio de eficiencia aumente la eficiencia de las que son 
ineficientes. 


El cuarto elemento es el siguiente. Cuando uno lee las actas de las instituciones, todos hablan de la transición 
entre esta ley y el ingreso de los 500.000 menores de dieciocho años. En esa transición van a seguir 
ingresando nuevos afiliados a la seguridad social. Entre marzo de 2005 y octubre de 2006 -todavía no 
tenemos la cifra definitiva hasta marzo de 2007- hubo 115.000 nuevos afiliados a DISSE, ya sea por creación 
de empleo o por formalización de empleo, y es de esperar que esa tendencia siga creciendo. Si a eso 
sumamos que en julio comienza a operar, a través de la reforma tributaria, un artículo que estimula la 
creación de empleo en las empresas mediante el descuento sobre el impuesto a la renta empresarial, todo hace 
indicar que el segundo semestre será, a nuestro juicio, de expansión del empleo. Eso también hay que 
contarlo a la hora de analizar estos temas. Obviamente, esas cuentas no son brutas. Un afiliado que ingresa a 
una institución tiene un costo, por lo que hay que tomar en cuenta la diferencia. Creemos que después de 
hacer todas esas cuentas, uno puede decir: este es el resultado sobre tal institución. Y como dice la señora 
Ministra -simplemente lo repito- asumimos el compromiso respecto a que si con esos resultados, con todas 
estas variables, hay situaciones de contingencia problemática, actuaremos con esas instituciones, como de 
hecho ya lo estamos haciendo con alguna de ellas previendo eventuales situaciones. 


Quiero agregar un último elemento que muestra cómo operó esta lógica de la selección adversa del riesgo. En 
la seguridad social tenemos 50.000 pasivos que, aproximadamente, representan el 7% del total de afiliados a 
la seguridad social. La mayor parte de las instituciones que ven reducidos sus ingresos estáticamente por el 
cambio de la forma de pago, tienen entre 2% y 3% de pasivos en el total, en cambio, las que más aumentan 
sus ingresos tienen entre 8% y 10% de pasivos en el total de afiliados a la seguridad social. Claramente, 
respecto a la población pasiva hubo políticas diferenciales. Como dato adicional puedo decir que de las doce 
instituciones que existen, la cuarta parta, es decir tres, concentran el 65% de los afiliados pasivos 
institucionales de la seguridad social, de un total de 50.000. En el interior estas cifras son más difíciles de 
determinar porque a veces hay una única institución. De alguna manera, esto permitirá dar mayor equilibrio y 
captación de esa población. 


Quería agregar estos elementos porque entiendo que dan marco a este cambio de forma de pago y, sobre todo, 
para decir que el resultado neto es la conjunción de muchas variables y que reducirla a la estática del 
momento puede llevar a situaciones que no son las que efectivamente van a suceder con las instituciones. 


SEÑOR ASTI.- Luego de haber escuchado a las delegaciones del Ministerio de Salud Pública y del 
Banco de Previsión Social, y nuevamente la del Ministerio, presidida por la señora Ministra de Salud 
Pública, quiero expresar mi posición con respecto a incluir dentro de las metas prestacionales -nuevo 


término que introdujo hoy la señora Ministra- el nivel de copago que tengan las instituciones. Para mí 
allí hay un punto de desequilibrio que luego puede corregirse en la reglamentación del texto que 
estamos votando. El Ministerio conoce algunas de las menciones que he realizado anteriormente. El 
Banco de Previsión Social, a través del contador Casares, planteaba la posibilidad de estudiar qué 
medidas pueden incluirse a través de la fijación de cápitas a efectos de buscar un premio para la 
reducción del nivel de copagos de algunas instituciones con respecto a otras. Simplemente, quería 
expresar esta reflexión, que ya he reiterado en otras oportunidades. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la señora Ministra de Salud Pública y sus 
asesores. 


(Se retira de Sala la delegación del Ministerio de Salud Pública) 


De acuerdo con lo conversado oportunamente, correspondería votar el proyecto de creación del 
Fondo Nacional de Salud. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Creo que en el día de hoy podríamos aprobar en general este 
proyecto y tal vez el artículo 1”. Digo esto porque nosotros quisiéramos informar a nuestra bancada de 
lo ocurrido; creíamos que íbamos a lograr algún cambio o plasmar algunas inquietudes, que han 
quedado por el camino y, en su mayoría, surgirán más adelante. Los primeros días de la semana que 
viene habría reunión de bancada; ahí daríamos a conocer lo que se ha discutido para luego votar el 
resto. Reitero que estamos dispuestos a votar en general este proyecto para que el señor Presidente 
pueda dar la noticia de que esta iniciativa se está votando. Tampoco habría objeciones con respecto al 
artículo 1”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Había una propuesta realizada desde la Mesa con respecto a considerar en el 
día de hoy este proyecto, en principio, para votarlo en general y luego seguir con el articulado. Tengo 
entendido que en la sesión pasada habíamos acordado, a solicitud del Partido Nacional y del Partido 
Independiente, recibir por segunda vez a las autoridades del Ministerio de Salud Pública y considerar 
el proyecto en la misma sesión. Esto no precisa ser remarcado porque figura en la versión taquigráfica 
de la semana pasada. Esa era la idea, pero ahora el Partido Nacional introduce una propuesta distinta; 
creo que el resto de las bancadas deberán responder a esta inquietud. 


Léase el proyecto. 


(Se lee) 


En discusión general. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si se pasa a la discusión particular. 


(Se vota) 


Trece por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión particular. 
Léase el artículo 1*. 


(Se lee) 


En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Trece por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
(Interrupciones) 


SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- Creo que el señor Diputado González Álvarez ha sido meridianamente 
claro, pero tal vez no se entendió. Nuestro compañero González Álvarez no está planteando, de parte 
del Partido Nacional, violar lo establecido en la versión taquigráfica de la semana pasada; sí plantea 
incluir un elemento de absoluta lógica. Luego de haber recibido hace breves instantes a una delegación 
del Ministerio de Salud Pública encabezada por la señora Ministra, creo que ahora estamos en 
condiciones de informar y de discutir en su totalidad el resto de los artículos. Más allá de que podría 
haber posicionamientos ya tomados, nosotros queríamos consultar a la señora Ministra y es por eso 
que solicitamos esto, pero sin violar nada de lo establecido en ninguna versión taquigráfica. 


De hecho, el Partido Nacional ha propuesto, a través del señor Diputado González Álvarez, votar el proyecto 
en general y el artículo 1*, pero ahora nos parece de cortesía elemental que se nos permita trasladar a nuestro 

Partido lo que aquí expresó la señora Ministra. Obviamente, el resto del Partido no la ha escuchado ni conoce 
nuestro informe como para que el resto del articulado pueda ser votado posteriormente. 

SEÑOR MUJICA.- Solicito un intermedio de cinco minutos. 

SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar. 


(Se vota) 


Trece por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Se pasa a intermedio. 


(Así se procede) 


Continúa la sesión. 


SEÑOR CONDE.- Luego de hechas las consultas en la bancada, estamos tratando de conciliar los 
diferentes intereses. Como señalaba el señor Presidente, el martes próximo es feriado. El miércoles 
tenemos la necesidad imperiosa de continuar con el tratamiento del proyecto de usura, que es 
estratégico para la bancada. Por lo tanto, no podríamos demorar hasta el jueves o, eventualmente, 
hasta la otra semana esta votación. 


Lo que planteamos a las demás bancadas es que hagamos la votación de este proyecto el día jueves, a la hora 
14, de modo que la bancada del Partido Nacional y las demás bancadas tengan tiempo entre mañana y el 
jueves por la mañana de hacer las consultas y tener las discusiones internas. No es un proyecto muy 
complejo, sobre todo teniendo en cuenta -lo digo con el máximo respeto y consideración por todos- que la 
señora Ministra no ha dicho nada esencialmente novedoso respecto a lo que ya se ha discutido hasta ahora. 
Está bien que se estaba esperando la voz de ella, pero no agregó ningún elemento polémico que pueda 
cambiar la posición sobre el proyecto. Además, el propio Ministerio, a través de otras personas 
representativas, ya había dado las explicaciones. 


Hacemos este planteo porque, de otro modo, tendríamos que esperar por lo menos hasta el jueves de la 
semana próxima, dilatando así nueve días la aprobación del proyecto. Preferiríamos votarlo este jueves por la 
tarde, si no hay inconveniente. 


SEÑOR OLANO LLANO.- No quiero ser polémico, pero tengo casi cuarenta y dos años y me crié y 
viví toda mi adultez escuchando al Frente Amplio hablar del Sistema Nacional de Salud. Pensé que el 
Presidente de la República lo traía en el bolsillo. 


El Gobierno tardó dos años en hacer llegar este proyecto al Parlamento, y ahora no puede esperar nueve días. 
Sinceramente, me parece que lo que estamos planteando no es algo del otro mundo. La espera que estamos 
planteando es un ínfimo porcentaje del tiempo que tardó en llegar este proyecto al Parlamento. 

SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- Solicito un intermedio de tres minutos. 

SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar. 

(Se vota) 

Trece por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

Se pasa a intermedio. 

(Así se procede) 


———Continúa la sesión. 


SEÑOR GANDINI.- Hemos conversado, tratando de contemplar todas las situaciones políticas. En 
consecuencia, proponemos reunirnos mañana, a la hora 15, para votar este proyecto de ley. 
Intentaremos procesar ciertos contactos a la interna de nuestro Partido a fin de que a esa hora 
podamos tener opinión formada sobre algunos aspectos que todavía nos merecen algunas dudas. 


Por lo tanto, proponemos reunirnos mañana miércoles, a la hora 15, para votar el proyecto de ley. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 


(Se vota) 


Trece por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


